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I. LOS EFECTOS NEGATIVOS DE LA REGULACIÓN

Y LA ACCIÓN ADMINISTRATIVA

En un mundo presidido e incluso determinado por la actividad estatal la evaluación de la función 
y alcance de sus facultades normativas y de ejecución es indispensable. Los requerimientos y 
condiciones globales actuales han producido una nueva transformación del papel del Estado, es 
más, el concepto mismo de Estado así como el de soberanía, han evolucionado al ritmo de las 
exigencias y situaciones concretas de los diferentes momentos históricos que cada país ha vivido. 

El Estado, entendido como forma de organización política de la vida del hombre en 
sociedad, se encuentra ligado al poder. El poder político es la capacidad de ejercer determinadas 
facultades y exigir de otras personas ciertas conductas, incluso mediante la coacción. La acción 
del Estado, sin embargo, se lleva a cabo a través del derecho y sus órganos competentes. El poder 
político se ejerce en los términos de una Constitución que expresa la voluntad de un pueblo y 
que además de crear los órganos del Estado, establece límites y controles al ejercicio del poder. 
La acción del Estado es en parte regulación y en parte ejecución, esta última se verifica en el 
ámbito administrativo. Las normas de derecho administrativo en su aplicación sin embargo, 
pueden producir en su ejecución efectos no deseados. 

Las normas pueden ser entendidas como las instituciones que sirven para coordinar las 
acciones de los individuos en la sociedad, proveen un grado de previsibilidad respecto a las 
acciones de los demás. Esto es considerado por algunos autores como conveniente en la medida 
que permite coordinar las acciones y mejorar las condiciones de convivencia social1. La tradición 
y el uso repetido dan origen a una convención en un país u otro, pero una vez que se ha 
establecido puede resultar muy costoso cambiarla, por más que no sea la más eficiente2. Es lo 
que se denomina “dependencia del camino” (path-dependence) o dependencia de la norma una vez 
que se ha establecido y es aceptada por muchos. 

En ese sentido, las normas ofrecen seguro al proveer previsibilidad. Pero la regulación 
también puede inducir a la elusión de su cumplimiento cuando se vuelve complicado, cansado o 
costoso cumplir con los requisitos que el derecho establece para realizar una actividad. Además 
de la infracción de la norma, o la comisión del delito, las normas mal diseñadas o implementadas 
puedes producir efectos no deseados en la sociedad o la economía. Tomando el concepto de la 
economía, se podría hablar de externalidades negativas del derecho, y específicamente en el caso 
que nos ocupa, del derecho administrativo. 

En opinión de Pigou, la regulación se justifica por la presencia de externalidades que 
hacen que la actividad privada tenga efectos sobre terceros que no se reflejan en su precio. Esto 
da lugar a la intervención de los gobiernos para que en las actividades económicas se calculen el 
costo (o beneficio) de esos efectos externos. En algunos casos la intervención del gobierno es total, 

1 Krause señala como ejemplo, las normas de tránsito. Considera que a todos los conductores les conviene contar 
con alguna convención, ya sea conducir por la derecha o por la izquierda. La existencia de las normas permite 
“coordinar” las acciones, un accidente se produce cuando por alguna razón alguna de esas normas no ha sido cum-
plida. El cumplimiento de la norma permite mejorar el uso del transporte, ya que de otra forma ante la presencia de 
cualquier otro vehículo la duda haría necesario interpretar por qué lado piensa dirigirse. Krause, Martín E., Econo-
mía, Instituciones y Políticas Públicas, Buenos Aires, La Ley, 2011, p. 227. 

2 Idem. 
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en cuanto a que se hace proveedor del bien o servicio que por sus externalidades se considera de 
naturaleza pública. En otros casos, la intervención implica la imposición de regulaciones sobre la 
actividad privada con el fin de que se corrijan las fallas del mercado3. 

Este autor considera que las externalidades son un caso de falla de mercado cuando éste 
no asigna de forma eficiente los bienes y servicios. La cuestión clave es determinar la alternativa 
que solucionaría las fallas del mercado. Las posiciones teóricas han refutado la tesis de Pigou por 
dos razones: i) las externalidades pueden ser fruto de la regulación y en ese caso no tienen por 
qué llevar a una nueva regulación; ii) además, podrían ser resueltas por los propios mecanismos 
del mercado si los costos de transacción no fueran muy elevados, con lo que se pone en evidencia 
que puede haber fallos en la misma regulación4. 

La externalidad se refiere a aquellos efectos que son consecuencia de un acto y no tienen 
impacto sobre aquel que lo produjo5. Desde el punto de vista de las instituciones sociales, las 
externalidades son el resultado de conductas regulares no planificadas por los individuos para 
hacer frente a los problemas que enfrentan6. Ahora bien una externalidad negativa no es lo 
mismo que una lesión al derecho, ni se producen como consecuencia de una externalidad.7 

En el caso de la relación entre el derecho y la economía, la rigidez del derecho 
administrativo, así como la excesiva regulación administrativa ha sido la causa de algunas de las 
formas de economía informal que podemos percibir.8 Sobre todo porque la economía informal 
no es causada solamente por factores externos sean de índole económica o política, pues con 
frecuencia son resultado de una excesiva o mala regulación de un sector económico, por ejemplo. 

La economía informal no se refiere solamente un grupo de trabajadores que no se inserta 
en la empresa moderna y formal, sino que incluye diversos fenómenos sociales relacionados con 
la producción de bienes, servicios y capitales al margen del debido licenciamiento administrativo 
y reporte tributario, así como a algunas actividades de carácter ilícito como el narcotráfico, la 
piratería o bien, el tráfico de armas o personas, por ejemplo. 

La Organización Internacional del Trabajo ha señalado que la economía informal o sec-
tor informal comprende la totalidad de empresas informales que son: “empresas privadas no 

                                                           
3 Citado por García Santos, María Nieves, “Análisis del Impacto de la Regulación Financiera”, Revista Información 

Comercial Española, No. 836, mayo-junio 2007, p. 4. 
4 Idem. 
5 Gordon Wendy, citado por Pablo A. Iannello en “Claroscuros en Temas de Propiedad a la Luz del Fallo Ame-

rican Cyanamid: Una Introducción al Análisis Económico del Derecho de la Propiedad Industrial”, Análisis económico 
del Derecho. Aplicación a Fallos Judiciales, Buenos Aires, La Ley, 2006, p. 245. 

6 Krause, Martín, Op. cit., nota1, 227-228. 
7 Para aclarar esto, consideremos el ejemplo siguiente: si una persona planta y cosecha determinado bien que re-

quiere sombra la cual es proporcionada por un vecino como una externalidad positiva, el día que ese vecino decide 
talar parte de su bosque y, por tanto, le retira la sombra al referido productor, esto último significará una externali-
dad negativa, pero no una lesión al derecho, puesto que el agricultor no tiene un derecho adquirido sobre la sombra 
que originalmente le proporcionaba su vecino. Si, en cambio, el agricultor fuese asaltado por su vecino, estaríamos 
frente a una lesión al derecho (lo mismo ocurriría con los decibeles o emisiones excesivos de monóxido de carbono, 
para citar los ejemplos clásicos). Benegas Lynch, Alberto, “Bienes públicos, externalidades y los free-riders: el argu-
mento reconsiderado”, Revista Libertas, n° 28, mayo 1998, p. 2. 

8 Desafortunadamente ni en la doctrina ni en el ámbito internacional se cuenta con un uso uniforme de términos 
que pueden entenderse como sinónimos o al menos como relacionados con los mismos fenómenos como son los de 
economía informal, economía sumergida, economía subterránea, economía ilícita o underground economy, por ejem-
plo.etc.  
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constituidas en sociedad cuyo tamaño en términos de empleo está por debajo de un cierto um-
bral determinado de acuerdo con las condiciones nacionales (normalmente entre 5 y 10 trabaja-
dores), y/o que no están registradas en virtud de disposiciones específicas de la legislación nacio-
nal, como leyes comerciales o relativas a las empresas, leyes fiscales o reguladoras de la seguridad 
social o de grupos profesionales, o leyes, normas y decretos similares establecidos por los órganos 
legislativos nacionales (distintos de las normas locales que rigen las licencias comerciales y los 
permisos empresariales)”9. 

De conformidad con esta definición la informalidad se manifiesta en la realización de ac-
tividades en los sectores de servicios, bienes y capitales sectores que se operan al margen de la 
legalidad. Esto es, cualquier actividad que no cumpla la regulación administrativa, con indepen-
dencia de la posible ilicitud penal o civil. En el ámbito administrativo se refiere por ejemplo, a la 
carencia de licencias de construcción, licencias de alcohol, permisos para casas de apuesta, per-
misos de sanidad, etc. Se pueden distinguir así, entre actividades de irregularidad subsanable y 
actividades de irregularidad insubsanable, lo que permite diferenciar la simple falta de cumpli-
miento de las normas administrativas o fiscales, como puede ser la colocación de anuncios sin 
permisos ni pagos de derechos, el comercio callejero u otras actividades lícitas que se llevan a 
cabo sin los permisos requeridos o sin declarar los impuestos correspondientes, de un acto ilícito. 

Al problema de la excesiva o mala regulación han intentado dar diversas soluciones desde 
el derecho que van desde la creación de la unidad para la desregulación, hoy la Comisión 
Federal de Mejora Regulatoria (COFEMER), el Registro de Trámites y Servicios, la 
simplificación de trámites, procesos costosos que parecen haberse revertido en los últimos años 
haciendo más complicada la actividad empresarial y menso transparente la administrativa. 

El derecho es un factor importante que puede determinar la eficiencia o ineficiencia de 
las actividades económicas, dado que la excesiva rigurosidad de la ley puede producir efectos 
negativos en el mercado. Ejemplos de ello son fenómenos tales como los llamados "costos de 
acceso", que surgen de las regulaciones que pretenden corregir los defectos del mercado o 
racionalizar la actividad privada, pero que generan una serie de costos que discriminan a las 
personas en razón de sus ingresos. Estos se convierten finalmente en costos innecesarios de la 
formalidad que derivan fundamentalmente de una mala ley. Cuando la regulación de un sector 
no es buena se imposibilita el acceso de los particulares y se distrae de la producción una enorme 
cantidad de recursos10. 

Cuando la ley no es "buena", es decir, no es eficiente, existen dos opciones para los 
particulares: abstenerse de actuar en el mercado, o bien operar al margen del mismo evadiendo 
las leyes (a esto último se le conoce como "actividad informal"). Para impedir los efectos 
negativos en la economía de ambas situaciones es preferible modificar el derecho vigente. 

Algunas de las posibles consecuencias de la formalidad son: 

1. Reducción del nivel de productividad, esto se debe a que la formalidad distrae re-
cursos, quita el tiempo y resta flexibilidad a las decisiones, al mismo tiempo que 
aumenta los costos, 

                                                           
9 OIT: El trabajo decente y la economía informal, Conferencia internacional del trabajo, 90ª Reunión, Ginebra, 2002. 

p.147. 
 10 Hernando de Soto en su obra "El otro sendero", realiza un extenso estudio sobre los costos de la formalidad 

en relación al caso peruano; México 1988. 
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2. Disminución de la inversión, como consecuencia de los costos de acceso, 
3. Ineficiencia del sistema tributario, dado que la carga fiscal recae sobre los pocos 

individuos que pueden tener acceso a la actividad, 
4. Retraimiento del progreso tecnológico, y 
5. Se dificulta la elaboración de políticas macroeconómicas al limitarse la base de 

agentes económicos operantes. 

La desregulación se instrumenta a través de la eliminación de los trámites exigidos para 
realizar determinadas actividades que en realidad constituían impedimentos para el particular y 
que disuadían a los inversores privados. Transformar la legislación vigente en "buenas leyes", es 
una tarea que requiere elaborar una profunda evaluación de la posibilidad de flexibilización ad-
ministrativa, sin que llegue a traducirse en una pérdida del control por parte de la administración 
pública. La "ley buena" garantiza y facilita la eficiencia de las actividades económicas y sociales 
que regula. 

Es importante que tras la desregulación no solamente se aligere la carga de los particula-
res, sino que la ley garantice también la protección legal de los derechos de propiedad por ejem-
plo, pues éstos tienen una importante función económica que se traduce en la incentivación de la 
utilización eficiente de los recursos. 

II. ESTADO Y ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 

La administración pública es el aparato ejecutor de la actividad del Estado y a pesar de 
las transformaciones del mismo sigue siendo ante todo garante de la seguridad y el orden, es por 
ello que la actividad administrativa es indispensable para la realización de los fines y objetivos del 
Estado. 

Las funciones de intervención del Estado en la economía se hacen patentes a partir del 
surgimiento del Estado liberal en el cual la actuación de la administración pública se caracteriza 
por sus actos imperativos, unilaterales, susceptibles de ejecución forzosa. La intervención implica 
un incremento de las facultades de la administración pública y de su alcance, esto incluye la 
posibilidad de interferir legítimamente en el ámbito reservado a los particulares, pero de 
conformidad con el principio de legalidad. La intervención no es sin embargo, su intromisión en 
sectores de actividad privada o su limitación pues puede tener un fin social, como en los casos en 
que el Estado presta un servicio. 

Para justificar la intervención se precisa la adecuada utilización de los medios puestos a 
disposición de la administración pública, así como la obtención de resultados reales, es decir, 
necesita la legitimación que proviene de la eficacia en la solución de los problemas sociales. Pues 
como señala Parejo no basta la legitimación que le presta el origen democrático del poder, ni la 
derivada de la efectividad de su mando sobre los ciudadanos.11 La intervención administrativa es 
el resultado de la necesidad de sujetar a una intensa regulación jurídico-administrativa 
determinado sector o actividad en razón del interés público, pero sin excluir de ella la 
participación total de los particulares. 

                                                           
11 Parejo Alfonso, Luciano, “La eficacia como principio jurídico de la actuación de la Administración Pública” 

Documentación Administrativa, Madrid, No. 218-219, abril-septiembre 1989, p. 16 
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Por lo que la configuración del Estado en su concepción actual va aparejada a una 
creciente participación del mismo en las actividades que atañen la convivencia social, así como 
del constante aumento de sus potestades y obligaciones dirigidas a la procura del bienestar de los 
individuos que lo conforman. El resultado de la presión crítica, constante y creciente, de la 
misma sociedad sobre su organización y funcionamiento, ha dado lugar a reconsideraciones de la 
función estatal de ordenación social como la que supone la desregulación y al surgimiento de 
nuevas formas tanto de organización como de acción pública12. 

El marco de acción de la administración pública está previsto en términos generales en la 
Constitución. Es más, el derecho administrativo se entiende como derecho constitucional 
aplicado. Uno de los pilares estructurales de la Constitución es la regulación de las relaciones 
económicas en el país, permitir la articulación de políticas económicas que garanticen la 
continuidad de la vida en sociedad y la satisfacción de las necesidades básicas de supervivencia. 
Para ello se prevén en las normas constitucionales los límites mínimos y máximos que han de 
respetarse para permitir la implementación de dichas políticas, sin que por ello se vulneren o 
restrinjan los derechos de los particulares que la misma garantiza. Derechos fundamentales tales 
como la libertad de empresa, la propiedad o la libre competencia que deben armonizarse en su 
ejercicio con las facultades económicas del Estado que se realizan a través de la intervención 
administrativa. Las determinaciones políticas, económicas y sociales que contiene la Constitución 
y que configuran al Estado, se relacionan y condicionan mutuamente para configurar un cierto 
modelo de Estado y permitir su funcionamiento. 

La necesidad de lograr un equilibrio entre los objetivos del Estado en materia económica 
y el respeto de los derechos fundamentales hace indispensable un diseño institucional que evite el 
enfrentamiento y permita el desarrollo económico considerando tanto los intereses individuales 
como el interés general. La administración pública actúa conforme al interés general a efectos de 
resolver problemas económicos específicos y asegurar la satisfacción de los bienes y servicios 
indispensables. En consecuencia, se debe evaluar cada restricción o disminución de los derechos 
en función del interés público a la luz de la eficiencia de las medidas a adoptar y de los resultados 
que se pretenden lograr. Para lo cual deben explicitarse de manera clara los objetivos que se 
plantean y los valores implicados, los recursos, los costos y los beneficios finales que se pueden 
lograr efectivamente para poder justificar la decisión. 

La intervención administrativa que limita o excluye la actividad de los particulares se 
justifica solamente por medio de una habilitación constitucional expresa en virtud del interés 
general o de las exigencias económicas del Estado. Esta reserva constitucional, así como su 
carácter excepcional, constituye un límite y una garantía de las libertades de empresa y de 
concurrencia. En esos casos corresponde al Estado llevar a cabo las actividades que difícilmente 
podría acometer el sector privado, y al mismo tiempo realizar una política social que permita 
asegurar las prestaciones que en el mercado no se pueden satisfacer. 

El fundamento de la intervención administrativa en la regulación económica es el interés 
público, es el criterio rector de su actuación y decisiones, la acción administrativa tiene por 
objeto responder a una demanda existente de corregir prácticas ineficientes o inequitativas del 
mercado. Uno de los principales problemas de la justificación administrativa sin embargo, radica 
en la concretización del interés público y su traducción en legislación. 

                                                           
12Ibidem, p. 17. 
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Por otra parte, demasiada intervención administrativa conlleva el riesgo de un 
desequilibrio entre los objetivos perseguidos y los resultados probables de una intervención en 
nombre del interés general, así como de la limitación de la posibilidad de actuación de los 
particulares y del sacrificio de derechos que en principio deben poder ejercerse libremente. De 
tal forma que debe evitarse que la intervención se traduzca en una aniquilación del ejercicio de 
los derechos de los particulares. 

En resumen, las funciones de la administración pública en el ámbito económico se 
pueden agrupar en tres actividades principales que son: la intervención, la gestión y la 
planificación. Se puede decir que en términos generales el desempeño de estas funciones tienen 
una finalidad que se puede considerar como de tipo social, ya que el fin último de la actuación 
administrativa es la protección del interés general. 

III. LA ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA 

El Estado cuenta con facultades económicas y de intervención que no obedecen exclusi-
vamente a su carácter social, sino también y principalmente a razones de tipo económico y co-
yunturales. Los principios fundamentales del orden público económico son la propiedad privada 
y la libertad de empresa, como garantías de la esfera de actuación económica privada, pero de-
limitadas por su función social y por las exigencias de la economía nacional13. 

La actividad administrativa se integra tradicionalmente por tres tipos de funciones: policía 
-servicio público -fomento. Las medidas policiales se caracterizan por la posibilidad de la utiliza-
ción de la coacción y se justifican en la necesidad de mantener el orden público. La función de 
policía es una actividad limitadora de derechos y actividades de los particulares por parte de la 
administración para garantizar el mantenimiento del orden público y el funcionamiento de las 
instituciones que así aseguren el orden político y la paz social. El tipo de intervención que carac-
teriza esta función incluye una muy amplia gama de facultades que van desde la facultad sancio-
nadora hasta la posibilidad de la ejecución de forzosa. 

En cuanto a las funciones de servicio público, cabe señalar que con el paso del tiempo la 
noción de servicio público se ha ampliado para incluir dentro del tradicional concepto de servicio 
la posibilidad para la administración de realizar actividades económicas y de proporcionar bienes 
al mercado, ampliándose a su vez el ámbito de actuación de la administración pública. Del análi-
sis de la forma de actuación de la administración pública se puede inferir que actualmente sus 
acciones se ubican esencialmente en dos categorías, las de intervención y las de servicio o presta-
ción. Durante algún tiempo se consideró al fomento como una forma de actuación autónoma de 
la administración, pero en el fondo se trata tan sólo de una forma complementaria de su activi-
dad prestacional. 

Por lo que se puede considerar como señala Parejo Alfonso que "el modelo de Adminis-
tración propio del Estado social no es ya el de la Administración -poder o de intervención, perfi-
lada en el contexto del Estado liberal de Derecho,..., (pues) el modelo pasa a ser el de la Adminis-
tración -servicio o prestacional; pero no se trata de una sustitución total, sino de que se comparta 
                                                           

13 El orden público económico se configura a través de la potestad del Estado para la ordenación general de la 
economía, vid "Orden público económico y restricciones de la competencia", Fernando Sainz Moreno, RAP 84, 
1980, pp.597-643. 
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el espacio administrativo14. Sobre todo porque aun en los Estados que no se configuran como un 
Estado social en sentido estricto, se produce este tipo de doble carácter de la administración en 
virtud de la necesidad de garantizar un mínimo de bienestar a los ciudadanos. En opinión de 
Forsthoff sin embargo, la administración no tiene el monopolio de la procura existencial; la tras-
cendencia de dicha afirmación radica en el reconocimiento de la posibilidad e importancia de la 
cooperación de los particulares en la realización de dichos fines para el interés general15. 

La actividad administrativa de intervención es aquella que incide en la esfera jurídica del 
ciudadano que limita su libertad o derecho de propiedad al imponerle cargas y obligaciones. La 
de prestación, en cambio, confiere al ciudadano prestaciones y otros beneficios. En el primer 
caso, la administración muestra su autoridad, empleando la coacción si es necesario, para impo-
ner sus mandatos, mientras que en el segundo se presenta solicita y dispuesta a ayudar y favore-
cer al ciudadano.16 

La intervención es esencialmente regulación y ordenación de la actividad privada para su 
coordinación con los intereses y derechos de otros particulares, así como los de la sociedad en 
general. Las limitaciones que la administración pública pretenda articular han de verificarse me-
diante actuaciones concretas y conforme a derecho, pero no como medidas de sanción o coac-
ción, pues aunque la administración pública actúe unilateralmente y de manera imperativa, su 
actuación se dirige a la ordenación de derechos o intereses legítimos. Su actividad obedece a una 
potestad conferida específicamente por una ley a la administración en virtud del principio de 
legalidad. 

La intervención puede llevarse a cabo en distintos momentos, que de alguna manera im-
plica también grados distintos de intensidad de la misma en razón de la protección de los intere-
ses generales. La intervención puede efectuarse previamente al ejercicio de un derecho; son me-
didas de tipo preventivo que tienen por objeto impedir la realización de actividades en 
determinados sectores o ejercer un control estricto de éstas, como son la solicitud de autorizacio-
nes, comunicaciones o registros. Puede efectuarse también en el momento mismo de la realiza-
ción de la actividad o durante el desarrollo de la misma; en este caso se trata de funciones de 
control y supervisión principalmente como las inspecciones o verificaciones. Pueden por último, 
realizarse intervenciones a posteriori y en ese caso su carácter es más bien correctivo y en todo caso 
ejecutivas; aquí cabe la posibilidad de imponer sanciones a la actividad privada. 

La modalidad de la intervención es muy variable, puede ser muy débil como en el caso de 
establecer deberes de comunicación o presentación de informes, acentuando su intensidad me-
diante la exigencia de requisitos formales para operar en determinados sectores, la comprobación 
de los mismos y la imposición de obligaciones. Pero también puede llegar a tratarse de una ver-
dadera intervención y limitación del ejercicio de los derechos individuales delimitando el conte-
nido de los mismos, o bien, obligando a prestaciones forzosas a los particulares. La intervención 
limitadora proviene de la regulación y es consecuencia de la evaluación del bien o interés público 
que ésta persigue; de esta calificación depende la eficacia de la acción administrativa. 

                                                           
14 Parejo, Alfonso, Manual de Derecho Administrativo, Editorial Ariel, Madrid 1991, p.16. 
15 La procura existencial no es una tarea exclusiva del Estado, según Lorenzo Martín Retortillo: "La Daseinvorsorge 

se presenta, pues, como un fin que asume la Administración pública y cuya feliz realización está asegurada por una 
serie de mecanismos internos y externos a la propia Administración", "Administración pública y el concepto de 
"Daseinvorsorge"", RAP 38, mayo-agosto, 1962., p. 53. 

16 Maurer, Harmut, Derecho administrativo alemán, México, UNAM e IIJ, 2012, p. 10 
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Las formas en que la administración pública actualiza sus funciones concretas de ordena-
ción de la actividad económica privada son principalmente la reglamentación, las licencias o 
permisos, las órdenes o mandatos y las sanciones. La forma habitual de acción es la autorización, 
fórmula mediante la cual se superan los impedimentos para realizar una actividad, ésta frecuen-
temente tiene carácter concesional, como una habilitación. La autorización es la forma típica de 
intervención administrativa que opera como control preventivo de las actividades de los particu-
lares, se valora la posible limitación del ejercicio de los derechos correspondientes en contraposi-
ción al interés general. La autorización supone una subordinación de la actividad empresarial a 
diversos criterios administrativos. 

El objetivo es comprobar el cumplimiento de los requisitos y condiciones establecidos 
normativamente para el ejercicio de una actividad determinada; es un acto reglado, declarativo y 
favorable (sean permisos, licencias, autorizaciones, etc.) para la realización de una actividad. En 
ocasiones las autorizaciones pueden implicar la transferencia de facultades de la administración a 
un particular; en ese caso se parecen más a una concesión y por lo mismo se le confiere un trato 
especial, es decir, aumenta la facultad apreciativa de la administración al igual que el control que 
sobre la misma se lleva a cabo. Las actividades de los particulares también pueden ser limitadas a 
través de mandatos, órdenes e incluso prohibiciones; en este caso se trata de la imposición directa 
de un deber por lo que la administración debe vigilar su observancia y en su caso exigir el cum-
plimiento o proceder a la ejecución forzosa. 

La tarea principal de la administración pública es la de coordinar la intervención y la ges-
tión pública. Se busca en el derecho administrativo formas que proporcionen respuestas eficien-
tes a los problemas que haya que enfrentar, mediante operaciones jurídicas que lleven a la ins-
trumentación de una política congruente. Para ello han de tomarse en cuenta factores externos 
en el momento de planificar las políticas correspondientes, por eso es importante llevar a cabo 
una racionalización del procedimiento administrativo, complementándolo con la adecuada in-
formación, asesoría, investigación y desarrollo de medidas de supervisión y vigilancia. En conse-
cuencia el Estado desarrolla técnicas jurídico-administrativas para el establecimiento de una su-
pervisión y control efectivo del equilibrio entre el desarrollo productivo, el crecimiento 
económico y la intervención o participación de la autoridad. 

La acción administrativa requiere una organización rigurosa, ya que la dispersión de fun-
ciones, así como la multiplicidad de órganos participantes conducen a la confusión y al error, a la 
pérdida de la perspectiva y a la relegación y olvido de los objetivos planteados por una parte, o 
bien, a la informalidad. Por eso, para impedir el caos y lograr un mejor funcionamiento de la 
administración es conveniente que exista un alto grado de centralización de la actividad adminis-
trativa total para mantener un control y al mismo tiempo la facultad de coordinación necesaria 
para permitir incrementar las posibilidades de responder a situaciones críticas. 

Las facultades de la administración pública se clasifican en regladas y discrecionales, éstas 
últimas permiten flexibilidad y rapidez en la actuación. Con la centralización de funciones se 
pretende impedir una dispersión competencial y la confusión de títulos legitimantes de la actua-
ción administrativa. Es importante mantener el control y la coordinación de las mismas para 
mejorar las perspectivas de las respuestas y permitir la anticipación de estrategias mediante la 
planificación racional y realista, es decir viable, aunque como es bien sabido, la actuación admi-
nistrativa es de reacción; se caracteriza por ser respuesta a situaciones concretas. 
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Para poder responder adecuadamente a esas situaciones de emergencia es por lo que se 
prevé la posibilidad de que la administración ejerza en los términos de las leyes una facultad dis-
crecional que le permita implementar soluciones rápidas a las circunstancias inesperadas. La fi-
nalidad es hacer posible la pronta acción de la administración mediante la realización de faculta-
des de ejercicio flexible, así como de evaluación de la oportunidad de la adopción de algunas 
medidas o decisiones. La discrecionalidad administrativa constituye un espacio de libertad de 
actuación y criterio que se traduce en un margen de aplicación de poderes de libre apreciación. 

En virtud de sus facultades y funciones es que el Estado es visto desde dos ópticas: como 
proveedor en su lado positivo, o como enemigo cuando interviene y limita los derechos de los 
particulares. Por lo que se espera que resuelva los problemas de los individuos y satisface sus de-
mandas, pero además debe coordinar las relaciones de intercambio, vigilar y corregir el funcio-
namiento del mercado (pero sin interferir) para que los intereses de los particulares puedan 
desenvolverse satisfactoriamente. Aquí es donde deja ver su cara intervencionista, criticada siem-
pre aun cuando actúa en nombre del interés público. 

En la actualidad es preciso recurrir a diversas técnicas jurídicas y procesos desregulatorios 
para liberalizar y modernizar el funcionamiento del Estado, reducir su tamaño y aligerar su car-
ga para propiciar el desarrollo y la eficiencia del sector público. Pero esto no se traduce en un 
signo de debilitamiento del Estado, por el contrario, el papel del Estado se revalora mediante su 
transformación en términos de eficiencia, para lo cual es preciso que la administración pública 
pueda continuar realizando el control de las actividades económicas. Esto se logra sobre todo, al 
reducir la rigidez de los procedimientos jurídico-administrativos y flexibilizar los controles y auto-
rizaciones requeridas, lo que propiciaría una mejor administración. 

Existen fenómenos, que aun teniendo su origen en países de muy diverso desarrollo tec-
nológico o económico encuentran un eco o repercusión en otros, cuyos niveles de vida o situa-
ción histórica respectiva en nada se parece. Son procesos que se dan simultáneamente en diferen-
tes naciones como respuesta a determinadas coyunturas, se presentan en cada una como la 
respuesta viable a problemas de diversa índole, pero seguramente con un trasfondo común, como 
es el caso de los procesos de liberalización o desregulación. 

Los procesos de liberalización económica se han orientado por el bienestar de la sociedad 
en atención al interés general, pues se trata de lograr beneficios comunes, no de conceder privile-
gios o situar en una posición preferente a determinado grupo de influencia. Este tipo de proceso 
tiene por objeto específico la liberalización del mercado a través de la apertura o desafectación 
de actividades reservadas o restringidas, o bien la desafectación de empresas públicas. Para ello 
existen básicamente dos vías, que no son excluyentes, sino por el contrario, normalmente son 
complementarias: la privatización y la desregulación, procedimientos ambos que como corolario 
producen la reivindicación de la libertad de empresa17. 

Desde los años ochenta se ha hecho manifiesta una constante potenciación de las técnicas 
desregulatorias de carácter liberal que tienden a la apertura económica, es decir, a impulsar el 
desarrollo de las actividades económicas privadas y a propiciar la competencia mediante la libe-

                                                           
17 Bernard Chenot, considera que estos conceptos (llamémoslos anglicismos o neologismos), "déréglementation", 

"dérégulation", carecen de importancia como términos, ya que en mayor o menor medida son artificiales, para él , la 
verdera importancia de esta tendencia no es verbal, sino que radica en el hecho de que se trata de un problema real, 
que afecta la organización del Estado. "Les déréglementations, Étude comparative"; Paris 1988, p. 5. 
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ralización de sectores estrictamente regulados para confiarlos (al menos relativamente) al libre 
juego del mercado. 

El concepto de desregulación refiere la operación global de análisis de un sector específi-
co y de su regulación para la determinación de la forma en que éste ha de ser modificado para 
mejorar tanto su funcionamiento, como sus rendimientos18. La palabra desregulación según Cas-
tañeda Gallardo expresa suficientemente su sentido: remover regulaciones y adecuarlas de mane-
ra consistente al entorno económico real. En su opinión, el programa de desregulación de Méxi-
co, pretendía remover los obstáculos normativos sustanciales a la libre iniciativa de los agentes 
productivos; se consideró la respuesta a un diagnóstico sobre los efectos de la excesiva o defectuo-
sa regulación en la economía mexicana19. 

El término desregulación se entiende como la técnica jurídica instrumentada a través del 
Poder Legislativo, o en su caso por el Gobierno, para implementar políticas económicas liberali-
zadoras mediante la reforma del sistema jurídico. Es el procedimiento jurídico empleado para 
llevar a cabo la "despublificación" de actividades o liberalizar las relaciones económicas, con la 
posible privatización posterior de bienes o actividades económicas. La privatización se entiende 
en cambio, exclusivamente como uno de los probables efectos o resultados de la desregulación. 

La liberalización finalmente, no es otra cosa sino el efecto de la desregulación en el mer-
cado y que se manifiesta en la posibilidad del ejercicio de actividades previamente reservadas o 
restringidas a particulares. La privatización en cambio, se manifiesta en el efecto producido en 
bienes materiales o en el ejercicio de derechos, actividades o funciones que se trasladan de la es-
fera jurídica del Estado (específicamente de la administración pública) a la privada. Es tan sólo 
un medio instrumental de la desregulación para lograr la liberalización económica deseada. 

El procedimiento desregulatorio se inicia normalmente fuera del ámbito legislativo, es 
generalmente a instancia de alguna secretaría, o del órgano específicamente facultado para reali-
zar dicha función, donde el proyecto es elaborado por especialistas en el ramo, para posterior-
mente ser sometido a la aprobación del órgano que ejerza la función legislativa correspondiente. 
Estas medidas sin embargo, han de considerar en el proceso de solucionar los problemas econó-
micos la necesidad de evitar o al menos reducir el enfrentamiento potencial entre el interés gene-
ral y el particular, así como garantizar los derechos de los particulares y la satisfacción de los bie-
nes respectivos. 

IV. LA RACIONALIDAD DE LA REGULACIÓN 

En términos generales es posible hablar de una racionalidad del legislador, en relación 
con los objetivos que se plantean al emitir una norma y los derechos y obligaciones que se prevén 
para lograrlos, pero también se habla de una justificación racional de la norma misma, de su 
razón de ser en el sistema jurídico. La racionalidad es un criterio de evaluación de la necesidad 

                                                           
18 Traducción literal del término en inglés "deregulation" que aparece a mediados de los años setentas en los Esta-

dos Unidos con el fin de describir el proceso para aligerar el peso de determinadas normas y dar un cierto margen de 
libertad de actuación en la actividad económica. 

19 Entonces director general del programa de desregulación económica, Documento preparado para el Diploma-
do denominado "Implicaciones jurídicas del Tratado de libre comercio", UNAM, México, 25 de noviembre de 
1991, p. 9. 
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de creación y aplicación de una norma jurídica, sobre todo en relación con aquellas que impo-
nen cargas y obligaciones. 

Revisar la racionalidad de la regulación tiene por objeto evitar la creación de normas que 
carezcan de sentido o que infrinjan normas fundamentales y por lo mismo sean impugnadas. La 
idea es doble, por una parte depurar el sistema jurídico que en la mayoría de los Estados es in-
manejable, y por la otra, evitar que la autoridad emita normas sin control. En el fondo, analizar 
de manera previa la regulación que se va a emitir tiene por objeto controlar el alcance de las 
atribuciones estatales y asegurar la posibilidad de concretar las facultades de la administración 
pública, así como su rol interventor en el marco de la legalidad. 

Frecuentemente, el desarrollo de las prácticas de análisis de la regulación se enmarca en 
programas denominados de «mejora de la regulación orientados a la simplificación normativa e, 
incluso en muchas ocasiones, directamente a la desregulación. En ocasiones, sin embargo, la eva-
luación de la producción regulatoria se relaciona con los programas de mejora de la gobernanza 
pública, dirigidos a mejorar la gestión de los gobiernos en su diseño y ejecución de políticas20. 

El método de evaluación que se está extendiendo en la actualidad se conoce bajo expre-
siones como “análisis de impacto regulatorio” (AIR), o “evaluación económica de las regulacio-
nes”. Esta expresión abarca desde un análisis costo-beneficio realizado con cierta flexibilidad en 
los métodos de valoración (cuantitativa y cualitativa) o un procedimiento amplio en que se inclu-
ye desde la presentación de alternativas a la regulación propuesta, con sus respectivas valoracio-
nes, hasta recomendaciones sobre procedimientos de consulta pública e incluso orientaciones 
sobre cómo presentar los informes de AIR21. 

La desregulación aunque parece plantear un proceso "inverso" o contrario a la regula-
ción, se lleva a cabo mediante una nueva regulación y tiene por objeto de lograr una apertura 
económica en un determinado sector y flexibilizar la regulación de las relaciones industriales y 
comerciales que se considera excesiva, demasiado rigurosa o ineficiente. Se trata de superar la 
excesiva rigidez del orden jurídico en materia económica, así como de eliminar las normas 
inoperantes mediante la adaptación del marco jurídico que la regula. 

La desregulación puede constituir una auténtica política de actualización y ajuste de la 
economía a través de la revisión y adecuación del orden jurídico vigente, con la sola finalidad de 
lograr una expansión económica mediante la ampliación del sistema de economía de mercado, 
reduciendo la participación pública y fomentando la inversión privada tanto nacional como ex-
tranjera22. El programa de desregulación en México pretendía la remoción de los obstáculos 
normativos sustanciales a la libre iniciativa de los agentes productivos. Fue la respuesta a un 
diagnóstico sobre los efectos de la excesiva o defectuosa regulación en la economía mexicana23. 

                                                           
20 García Santos, María Nieves, “Análisis del Impacto de la Regulación Financiera”, Revista Información Comercial Españo-

la, No. 836, mayo-junio 2007. pp. 2-3. 
21 Ibidem, p. 3. La MIR en México es un requisito de la regulación que corresponde a la COFEMER revisar y 

evaluar. 
22 Ejemplos de políticas globales de desregulación ha sido la de los Estados Unidos de América, Gran Bretaña o 

Francia, también ocurrió en México con la implementación en 1988 del Programa de Desregulación Económica 
implementado por la Secretaría de Comercio y Fomento Industrial (hoy Secretaría de Economía) cuando se realizó 
una intensa labor de revisión y desregulación del sistema jurídico mexicano. 

23 Gabriel Castañeda Gallardo Director general del programa de desregulación económica (1989-1994), Docu-
mento preparado para el Diplomado denominado "Implicaciones jurídicas del Tratado de libre comercio", UNAM, 
México, 25 de noviembre de 1991, p. 9. 
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Esta política dio lugar a la de mejora regulatoria por lo que la dirección que se ocupaba de la 
desregulación se transformó en la COFEMER. 

La COFEMER es un órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de Econo-
mía cuya función es la de promover la transparencia en la elaboración y aplicación de las regula-
ciones para que éstas generen beneficios superiores a sus costos y el máximo beneficio para la 
sociedad. Para ello cuenta con las facultades necesarias para revisar el marco regulatorio nacio-
nal, diagnosticar su aplicación y elaborar su propuesta al Presidente de la República, proyectos 
de disposiciones legislativas y administrativas y programas para mejorar la regulación en activi-
dades o sectores económicos específicos. Esto implica dictaminar los anteproyectos de las nor-
mas, así como de actos administrativos de carácter general que las dependencias y los organismos 
descentralizados de la administración pública federal elaboren. La evaluación se realiza a través 
de una manifestación de impacto regulatorio (MIR) que se debe presentar junto con el antepro-
yecto.24 

Hay que considerar sin embargo, que el proceso de elaboración de la regulación no es 
aséptico, pues en él participan diferentes agentes, muchos con intereses concretos en las materias 
que se regulan. Estos hacen que los grupos de presión influyan y, dado que el poder de informa-
ción y de coordinación es superior en los agentes ya establecidos, la nueva regulación, lo que 
conlleva a proteger los intereses de grupos determinados y no el interés general25. La interven-
ción de la administración pública a través de órganos como la COFEMER tiene como finalidad 
velar por el interés público para proveer un equilibrio entre los intereses particulares y el general. 

La OCDE ha señalado, en relación con la necesidad de una mejora regulatoria, que es 
necesaria para desarrollar un ambiente propicio para los negocios, factor importante para la 
prosperidad económica. Es decir, hacer la vida más sencilla a las empresas, facilitar la entrada al 
mercado formal, promover la competitividad y el crecimiento. Si bien es cierto que la regulación 
es necesaria para abrir y operar empresas, en ocasiones su implementación se vuelve un proceso 
complejo y costoso, lo que desalienta la actividad empresarial26. 

Cuando un empresario debe cumplir con numerosos trámites para obtener permisos, au-
torizaciones y documentos necesarios para iniciar y operar una empresa, además de tener que 
tratar con muchas dependencias de los tres niveles de gobierno, se generan redundancias, retra-
sos y costos adicionales. Si, a lo anterior, sumamos el pago de derechos, de cargos y de impuestos, 
se eleva el costo de oportunidad para los empresarios, por el tiempo que invierten en cumplir con 
los trámites administrativos. Esto puede llevar también a la aparición de “intermediarios” que 
gestionan trámites (con frecuencia incurriendo en irregularidades) y hacen que el costo de aper-
tura de una empresa se eleve, tornándolo excesivo27. 

Los trámites complicados y los retrasos con frecuencia obligan a algunos empresarios a 
claudicar y abandonar sus proyectos, otros deciden continuar sin sujetarse a todos los trámites 
requeridos; de hecho, muchos terminan desarrollando su actividad empresarial en el sector in-
formal. Los negocios que operan en la informalidad, al tratar de pasar desapercibidos por las 

                                                           
24 De conformidad con lo previstos en los artículo 69 E y 69 H de la Ley Federal de Procedimiento Administrati-

vo publicada en el diario Oficial de la Federación el 4 de agosto de 1994. 
25 García Santos, Op. cit., nota 20, p. 4. 
26 OCDE (2010), Guía para mejorar la calidad regulatoria de trámites estatales y municipales e impulsar la com-

petitividad de México, OECD Publishing, p. 9. 
27 Ibidem, p. 13. 
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autoridades, limitan significativamente su potencial de crecimiento y de creación de empleos. 
Con los problemas que ello implica, puesto que la informalidad no sólo crea inseguridad para las 
empresas y los trabajadores, sino además los priva del acceso a apoyos gubernamentales. Más 
aún, la informalidad mina las fuentes de ingreso de los gobiernos sub-nacionales28. 

En resumen, simplificar los trámites empresariales y, con ello, mejorar el ambiente de ne-
gocios, facilita la creación de empresas en el sector formal de la economía y, por ende, promueve 
la competencia y la productividad. Trámites sencillos reducen el costo de hacer negocios e in-
crementan los incentivos para operar en el sector formal, lo que fortalece la capacidad de la eco-
nomía para crear nuevos empleos. Además de eliminar incentivos para la corrupción29. 

Por ello, los gobiernos y funcionarios públicos involucrados en la gestión de trámites em-
presariales deben entenderse como parte de un proceso que puede generar valor agregado para 
la sociedad y no como uno que produzca cargas excesivas. Cuando el ciudadano está en el centro 
del proceso, los trámites dejan de ser eslabones individuales responsabilidad de uno o unos cuan-
tos funcionarios y se convierten en un mecanismo de creación de valor donde cada oficina de 
gobierno es una pieza fundamental para asegurar un proceso simple y ágil30. 

La posibilidad de mejorar la calidad regulatoria en México está bien documentada. El 
Reporte Doing Business 2009 encontró que efectuar los trámites para iniciar una empresa en Mé-
xico toma 28 días, mientras que en los países del G-7 se necesitan en promedio 11.7 días. El cos-
to, medido como porcentaje del ingreso per cápita, de abrir un negocio en México es de 12.5%, 
mucho mayor que en los países del G-7 (4.9%) (Banco Mundial, 2009).31 El Foro Económico 
Mundial también calificó la calidad regulatoria de México en relación con otros países. En su 
indicador “Cargas de la Regulación Gubernamental” la puntuación de México fue de 2.4, muy 
por debajo de la media de los países del G-7, que fue de 3132. 

En el caso de México hay que considerar además que como Federación cuenta con tres 
niveles de gobierno – federal, estatal y municipal – que están facultados para regular las activida-
des de las empresas y los ciudadanos. En la OCDE este concepto se denomina como “Goberna-
bilidad Regulatoria Multinivel”33. 

Entre los retos más importantes en este campo destacan, primero, el evitar traslapes o su-
perposición; es decir, que dos o más órdenes de gobierno regulen la misma actividad. Cada or-
den debe concentrarse exclusivamente en los espacios normativos que le marca la ley34. De otra 
manera el sistema jurídico se puede volver redundante o peor aún, se pueden producir conflictos 
entre normas 

Segundo, los tres órdenes de gobierno deben de regular de una manera coordinada, con 
una visión de proceso, y considerar siempre al ciudadano como central. Para el ciudadano, no 

                                                           
28 Idem. 
29 Idem. 
30 Ibidem, p. 14. 
31 García Villarreal, Jacobo Pastor, “Prácticas y Políticas Exitosas para Promover la Mejora Regulatoria y el 

Emprendimiento a Nivel Subnacional”, en Documentos de Trabajo de la OCDE sobre Gobernanza Pública, 2010/18, OECD 
Publishing, 2010 p. 16. 

32 Idem. 
33http://www.oecd.org/centrodemexico/medios/guiaparamejorarlacalidadregulatoriadelostramitesestataleseimp

ulsarlacompetitividadenmexico.htm consultado el día 11 de diciembre de 2012. 
34 Idem. 
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importa si la licencia debe obtenerse en el municipio, en las oficinas del gobierno del estado, o en 
dependencias federales pues se trata de un trámite más establecido por “el gobierno”. Por lo tan-
to, los tres niveles deben coordinarse para minimizar la regulación y establecer un proceso senci-
llo, predecible y con orientación de servicio al ciudadano35. 

Por último, los tres niveles de gobierno deben aspirar a lograr los máximos niveles en la 
calidad de la regulación. Esto es fundamental, ya que los beneficios de la calidad regulatoria en 
un nivel de gobierno se pueden ver opacados por regulaciones deficientes en los otros órdenes36. 
Por lo que se recomienda que se haga un listado de las diferentes actividades desarrolladas en el 
procesamiento de un trámite, para luego determinar los espacios necesarios para cada actividad y 
las interacciones que deben facilitarse37. 

V. RECOMENDACIONES PARA UNA MEJOR REGULACIÓN 

De la Guía para mejorar la calidad regulatoria de trámites estatales y municipales e impulsar la competi-
tividad de México de la OCDE se transcriben las siguientes recomendaciones: 

Recomendación #1: Los líderes políticos y, en particular, el jefe de gobierno deben manifestar un compromiso 
 público con la mejora regulatoria 

En Baja California, la mejora regulatoria ha contado con apoyo desde el más alto nivel 
político desde 1996. En ese año, el gobierno estatal implementó el “Acuerdo para la Desregula-
ción de la Actividad Empresarial” (ADAEE), que dio lugar a un proceso de simplificación de las 
regulaciones para la creación de empresas y a la constitución del Registro Estatal de Trámites 
Empresariales. El gobernador anunció en diciembre de 2009 una “estrategia de guillotina” para 
eliminar regulaciones innecesarias, simplificar la prestación de bienes y servicios públicos y facili-
tar la interacción con los ciudadanos. Además, la Secretaría Estatal de Desarrollo Económico 
promueve la continuidad del Sistema de Apertura Rápida de Empresas (SARE) en los munici-
pios; de hecho, el Secretario se reúne con los alcaldes electos antes de que asuman sus funciones 
a fin de garantizar la continuidad de los esfuerzos de mejora regulatoria38. 

Recomendación #2: Asegurarse de que elementos importantes de la política regulatoria, como el análisis 
 de impacto regulatorio, listas de control regulatorio, consulta, e-gobierno, simplificación, revisiones 
y evaluaciones de los procedimientos, estén institucionalizados en leyes, reglamentos, decretos, etc. 

Las agendas políticas son dinámicas y sus elementos ganan y pierden relevancia conti-
nuamente. Por ello, los elementos de la política regulatoria deben ser institucionalizados a fin de 

                                                           
35 Idem. 
36 Idem. 
37 OCDE (2012), Guía para mejorar la calidad regulatoria de trámites estatales y municipales e impulsar la competitividad de Mé-

xico, OECD Publishing, p. 79. 
38 Ibidem, p. 18. 
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aumentar la probabilidad de que no sean abandonados cuando haya un cambio de administra-
ción.39 

Recomendación #3: Facilitar la rendición de cuentas ofreciendo a la ciudadanía acceso a la información 
sobre los avances y logros de la mejora regulatoria 

Toda vez que obliga a los gobiernos a dar seguimiento a los avances de la política, lo que 
permite una evaluación y ajuste continuo, según sea necesario. Por último, crea presiones a las 
agencias de gobierno para participar de la política y actuar de acuerdo a las expectativas públi-
cas40. 

VI. “OBJETIVOS” Y “CANALES” PARA LA REGULACIÓN 

La OCDE ha establecido en el documento criterios para identificar buenas prácticas apli-
cadas a la mejora de la gestión de trámites empresariales, un anexo técnico que describe una 
serie de criterios definidos como “objetivos” y “canales”, los cuales fueron utilizados para identi-
ficar buenas prácticas en el ejercicio de seguimiento de la aplicación de las recomendaciones de 
la guía llevado a cabo con Baja California, Colima, Chiapas y Sinaloa. Por objetivos nos referimos 
a lo que se busca lograr con una práctica regulatoria. Por su parte, por canal nos referimos a me-
dios para lograr dichos objetivos. De tal manera que los objetivos sirven como paraguas de dife-
rentes canales o, en otras palabras, existen diferentes medios para lograr los objetivos. Esta lista 
no pretendió ser exhaustiva y se brindó la oportunidad a autoridades estatales y municipales de 
proponer buenas prácticas con base en otros criterios que debían justificar. Una práctica o políti-
ca regulatoria se consideró “buena práctica” cuando cumplía con uno o varios de los siguientes 
criterios41: 

Objetivo 1: Disminuir significativamente los costos y las cargas administrativas para el empresario 
dentro del proceso de trámites en su conjunto, y no sólo de un trámite de manera aislada42 

La perspectiva de procesos es más efectiva en la disminución de costos y cargas adminis-
trativas que la simplificación de trámites aislados. Al hablar de procesos de trámites nos referi-
mos, por ejemplo, a la apertura de una empresa, la obtención de un permiso de construcción o el 
registro de una propiedad43. 

                                                           
39 Ibidem, p. 19. 
40 Ibidem, p. 21. 
41 OCDE (2012), Criterios para identificar buenas prácticas aplicadas a la mejora de la gestión de trámites empresariales, OECD 

Publishing, p. 101. 
42 Idem. 
43 Idem. 
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Canal 1: Permite la interacción remota entre el ciudadano y las dependencias, evitando al primero 
la necesidad de visitar físicamente las segundas 

Las herramientas que permiten la interacción a distancia entre las autoridades y los em-
prendedores eliminan la necesidad de traslados, filas, etc. y, por lo tanto, disminuyen los costos 
administrativos de los trámites. Además, al evitar el contacto directo, se inhibe la incidencia de 
corrupción44. 

Canal 2: Permite la coordinación y el intercambio de información entre dependencias 
(en el mismo o, incluso, entre diferentes órdenes de gobierno) 

Nos referimos a proporcionar acceso a datos de diferentes dependencias del sector públi-
co con el fin de agilizar trámites y evitar pedir la misma información al ciudadano en múltiples 
ocasiones45. 

Canal 3: Facilitar diferentes trámites y/o servicios a los emprendedores 
 en un solo punto de contacto46 

Las ventanillas únicas empresariales físicas permiten realizar diferentes trámites en un so-
lo lugar e, incluso, acceder a diversos servicios (programas de financiamiento, asesoría, etc.). Son 
una buena alternativa cuando no existen los medios para el establecimiento de ventanillas únicas 
electrónicas y para llegar a poblaciones que no tienen acceso a estas soluciones tecnológicas47 

Objetivo 2: Disminuir significativamente el número de días necesarios para completar 
 el proceso de trámites48 

Esto es importante, ya que, en la medida que se agilizan los trámites y los permisos, las 
empresas pueden comenzar sus operaciones más rápido y, así, comenzar a recuperar sus inver-
siones. Cabe mencionar que las etapas tempranas de una empresa requieren de una fuerte inver-
sión, lo que la hace particularmente vulnerable. Además, la rapidez en la resolución de trámites 
o, al menos, contar con un plazo bien definido, brinda certidumbre a los emprendedores. La 
discrecionalidad y la incidencia de corrupción inciden negativamente en la predictibilidad de los 
trámites y, por ende, en la certidumbre de los emprendedores. Además, los sobornos aumentan 
directamente los costos de los trámites49. 

                                                           
44 Idem. 
45 Idem. 
46 Idem. 
47 Idem. 
48 Ibidem, p. 102. 
49 Idem. 
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Canal 2.1: Eliminar trámites y/o requisitos que agregan poco o nulo valor al proceso, 
 sin afectar el interés público50 

Puesto que, no e pocas ocasiones, las regulaciones pierden vigencia, quedándose sin una 
justificación de interés público que haga contrapeso a los costos que imponen51. 

Canal 2.2: Consolidar trámites brindando mayor eficiencia al proceso en su conjunto 
 y eliminando cargas administrativas para el emprendedor52 

Consolidar diferentes trámites en uno solo (mediante formatos únicos, herramientas elec-
trónicas, o algún otro mecanismo) es una forma a la que se recurre frecuentemente para simplifi-
car procesos53. 

Objetivo 3: Disminuir las posibilidades de corrupción y/o discrecionalidad en el desahogo de un trámite54 

Canal 3.1: Hacer transparentes los procedimientos internos de las dependencias, los requisitos 
 y/o los criterios de evaluación de los trámites55 

Los gobiernos estatales y municipales deben brindar certidumbre a los emprendedores 
durante la realización de trámites. Debe existir el compromiso de que los requisitos formalmente 
establecidos para un trámite serán los únicos que se solicitarán y que los criterios de evaluación 
serán objetivos y consistentes con lo definido en las normas56. 

Canal 3.2.: Brindar certidumbre a los emprendedores sobre los requisitos, plazos, pagos 
 y/o demás formalidades que se deben cumplir para completar un trámite57 

Además de hacer transparentes factores como los requisitos y plazos de un trámite, en 
ocasiones las mejoras van más allá al liberar de responsabilidad al cliente de los trámites y dar 
por satisfecho el cumplimiento con las regulaciones, con lo que el emprendedor puede comenzar 
sus actividades con la certidumbre de haber dado cumplimiento a las normas.58 

Objetivo 4: Permitir ahorros al interior de las dependencias y un mejor uso de los recursos disponibles59 

Las dependencias que gestionan trámites empresariales tienen recursos limitados (mate-
riales, equipo, humanos, etc.) y deben tomar medidas para utilizarlos de la mejor manera. Cuan-

                                                           
50 Idem. 
51 Idem 
52 Idem. 
53 Idem. 
54 Idem. 
55 Idem. 
56 Idem. 
57 Idem. 
58 Idem. 
59 Ibidem, p. 104. 
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do los recursos se usan ineficientemente, es común encontrar redundancias, retrasos y otras mo-
lestias innecesarias para los emprendedores.60 

Canal 4.1. Brindar orden a los procesos internos de las dependencias, lo que elimina 
redundancias o duplicidades y se traduce en un mejor servicio a los clientes61 

En ocasiones, las dependencias son incapaces de comprometerse en las modalidades y los 
plazos para la gestión de trámites por la falta de organización y disciplina en sus procesos inter-
nos. Esto genera redundancias, retrasos, incertidumbre y facilita la incidencia de corrupción62. 

                                                           
60 Idem. 
61 Idem. 
62 Idem. 
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